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El conflicto armado en el cual ha estado inmersa Colombia es una de las principales causas 
de las violaciones a los Derechos Humanos en el país, como lo ha sido el reclutamiento 
forzado de niños, niñas y adolescentes (NNA) por parte de los grupos al margen de la ley y 
los grupos delictivos. Dicho reclutamiento, por lo general, ha recaído sobre aquellos NNA 
que han estado en contexto de violencia y escenarios históricos de conflicto (Coalition to 
Stop the Use of Child Soldiers/ COALICO, 2007; Coalición contra la vinculación de niños, 
niñas y jóvenes al conflicto armado en Colombia; 2009; Centro de Memoria Histórica, 
2017). Es así como estos grupos, a raíz de las dinámicas del conflicto, pese al contenido de 
algunos de sus estatutos internos, han recurrido al reclutamiento de los niños, niñas y 
adolescentes para que estos cumplan roles en la cocina, labores de inteligencia, mensajería, 
de compañeros y compañeras sexuales, trabajadores de los cultivos de coca, entre muchas 
otras labores (UNICEF, 2003; Comisión Colombiana de Juristas, 2009; Centro Nacional de 
Memoria Histórica, 2013). Por todo lo anterior, el reclutamiento forzado de NNA atenta 
contra el normal desarrollo de la sociedad y se convierte en un problema de salud pública 
mental y física pues destruye los lazos sociales, económicos, educativos y culturales en el 
territorio colombiano (Defensoría del Pueblo, 2005).  
A pesar de la gravedad del fenómeno, este no había sido evidenciado en toda su magnitud 
pues la atención de la respuesta estatal frente a los hechos relacionados con el conflicto 
priorizaba otros crímenes como el secuestro, masacres, asesinatos políticos, desapariciones 
y demás formas de violaciones a los derechos humanos (Human Rigths Watch, 2004, p. 
18). 
No obstante, “la agudización del conflicto armado en Colombia ha llevado a las instancias 
gubernamentales y no gubernamentales y a la sociedad en general a realizar un análisis 
profundo de las implicaciones que tiene la vinculación de niños, niñas y adolescentes” 
(UNICEF, p. 3). Una muestra de ello fueron las acciones del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF) que, desde el 1999, comenzó la labor de la lucha contra la 
vinculación de los NNA a los grupos armados al margen de la ley.  
Sin embargo, para la fecha, no se tenía claridad sobre la magnitud del reclutamiento de 
niños, niñas y adolescentes en Colombia (Human Rigths Watch, 2004; UNICEF, 2005; 
Pachón, 2009), un fenómeno que cada vez más se estaba visibilizando en el panorama 
político y social del país, lo que hacía más imperiosa la necesidad de intervenir el 
problema. Lo anterior, además, aunado a los compromisos internacionales que el país había 
venido adquiriendo con la suscripción y ratificación de convenios internacionales sobre 
protección de los derechos de los niños como la Convención sobre los Derechos de los 
Niños, el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 
participación en los conflictos armados, el Estatuto de Roma o los Principios de París, así 
como la amplia normatividad del Estado con todo lo que respecta a la protección de los 




En este contexto, como resultado de diversos esfuerzos, el país avanza en el diseño y puesta 
en marcha de una instancia específica para atender la grave situación que se estaba 
presentando con los niños del país. Así, dada la complejidad del fenómeno del 
reclutamiento forzado, dicha instancia se concibe como un espacio intersectorial destinado 
a la coordinación de la intervención estatal y diseño de acciones integrales con un abordaje 
multidimensional entre diferentes sectores para la prevención, la mitigación y superación de 
este problema público producto de una conducta que viola múltiples derechos de los NNA. 
De esta forma, por iniciativa del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Decreto 4690 de 
2007 le otorgó vida jurídica a la Comisión Intersectorial para la Prevención del 
Reclutamiento contra los Niños, Niñas y Adolescentes por Grupos Organizados al Margen 
de la Ley y los Grupos Delictivos Organizados (CIPRUNA)1.  
Desde su creación la CIPRUNA ha estado en una constante evolución con el fin de realizar 
una prevención del reclutamiento de manera eficaz y eficiente. Con este propósito, entre 
otras, en el año 2010 el Consejo Nacional de Política Económica y social (CONPES), 
formuló la política de Prevención del Reclutamiento y utilización de Niños, Niñas y 
Adolescentes por parte de los Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley y de los 
Grupos Delictivos Organizados, conocida como el CONPES 3673 DE 2010. A partir de un 
llamado a todos los niveles de gobierno (nacional, regional y local), el objetivo de esta 
política es la implementación de acciones que permitan una reducción y desaparición 
gradual del reclutamiento forzado de los NNA. 
Así pues, el desafío del país no solo se ubica en la prevención y mitigación del fenómeno 
con la creación de la CIRPUNA, sino en su efectivo funcionamiento como instancia de 
coordinación de la acción estatal en la materia. En otras palabras, en la capacidad para 
lograr la adecuada coordinación interinstitucional entre las diversas instituciones miembro 
de la Comisión que intervienen en la formulación, implementación, seguimiento y 
evaluación de la política pública, así como, una integración de acciones, estrategias, 
capacidades institucionales para trabajar en pro del fin común trazado.  
Sin embargo, si bien la Comisión convoca a una lógica de participación intersectorial, el 
funcionamiento y la gestión intersectorial no es un resultado automático. Por el contrario, 
es un desafío que puede llegar a condicionar la acción estatal en la materia. Además de lo 
anterior, no se debe desconocer que tal gestión de la política debe llevarse a cabo en 
paralelo con el constante conflicto armado que continúa acechando la tranquilidad del país 
y, en especial, la de los niños, niñas y adolescentes. 
 
1 Integrada por vicepresidente de la República, ministro del Interior y de Justicia, Ministro de Relaciones 
Exteriores, Ministro de Defensa, Ministro de Protección Social, Ministro de Educación Nacional, director de 
la Agencia Presidencial Para la Acción Social y la Cooperación Internacional, El Alto Consejero para la 
Reintegración Social y Económica, director del programa Presidencia Colombia Joven y director General del 




En este contexto, el interés de estudiar la grave problemática del reclutamiento forzado por 
parte de los grupos armados ilegales en Colombia y la respuesta estatal en la materia del 
que parte, inicialmente, la presente investigación conduce al análisis de la CIPRUNA como 
la instancia encargada de articular todas las acciones encaminadas a prevenir el 
reclutamiento forzado. 
Lo anterior, debido, por un lado, a que aproximarse al análisis de la coordinación al interior 
de la Comisión, así como el tipo de integración institucional que se ha logrado en su marco, 
permite comprender el espacio de gestión de la política estatal en la materia.  
Y, por otro lado,  dado que, una parte importante del universo de trabajos que se han 
aproximado al fenómeno del reclutamiento forzado en Colombia ya sea desde la 
perspectiva de organizaciones internacionales (OIME, 2017; UNICFE, 1997, 2002, 2004, 
2005, 2007, 2018 ), instituciones gubernamentales (Defensoría del Pueblo, 2006, 2014; 
Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012, 2013, 2017)  e investigadores académicos 
(Morenos, 2006; Picón y Chávez, 2008; Rivas y Rey, 2008; Pachón 2009; Rodríguez, 
2009), se ha centrado en hacer una descripción y análisis de las causas por las cuales los 
grupos armados al margen de la ley han reclutado a los NNA y cuáles han sido los factores 
de la cotidianidad de los NNA que los hacen vulnerables para este tipo de prácticas.  
En consecuencia, han sido reducidas las investigaciones acerca del funcionamiento de la 
CIRPUNA, por lo que la presente investigación pretende hacer un aporte académico en esta 
veta de investigación menos explorada a partir de la pregunta de cuál es el nivel de 
intensidad de integración intersectorial de la CIPRUNA. 
En consecuencia, como objetivo general, la presente investigación pretende indagar sobre 
el nivel de integración de la Comisión Intersectorial para la Prevención del Reclutamiento, 
la Utilización y la Violencia Sexual contra Niños, Niñas, y Adolescentes por Grupos 
Organizados al Margen de la Ley y Grupos Delictivos Organizados.  
 
Lo anterior también explica que, si bien se hace una contextualización del reclutamiento 
forzado de los NNA por parte de los grupos armados al margen de ley, no se pretende 
analizar la efectividad en la prevención del reclutamiento forzado de NNA por parte de la 
CIPRUNA y sus entidades miembros. Por el contrario, lo que pretende como objetivo 
general es analizar el nivel de la integración intersectorial de la CIPRUNA a través de la 
reflexión al trabajo mancomunado y coordinado de las instituciones miembros de la 
CIPRUNA para cumplir el fin común: la prevención del reclutamiento forzado de NNA en 
el territorio nacional. Esto a su vez, puede aportar a mejorar la gestión de la política pública 
de prevención del reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes por grupos armados 
al margen de la ley en Colombia.  
Teniendo en cuenta lo expuesto, el trabajo se desarrolla a partir de una estrategia de estudio 




comprensión de un caso en particular” (Galeano, 2004, p. 70), es decir, el caso es de interés 
en sí mismo.  
La investigación se soporta en datos tanto cuantitativos como cualitativos. Así, por un lado, 
se acude a información cuantitativa sobre el reclutamiento forzado de niños, niñas y 
adolescentes por parte de grupos armados al margen de la ley e información de la 
CIPRUNA. Por el otro, se recoge información cualitativa a través de entrevistas y revisión 
documental. Así, el análisis que presenta el documento es resultado de la revisión de 
boletines institucionales, informes institucionales, entrevistas semiestructuras a las 
entidades miembros y diez y siete actas de sesiones realizadas por la CIPRUNA. En cuanto 
a las entrevistas semiestructuradas, estas se realizaron a funcionarios de cuatro 
instituciones: Unidad para la Atención y Reparación a las Víctimas, Ministerio del Interior, 
Ministerio de Cultura y Departamento de Planeación Nacional. La información obtenida y 
su triangulación con el contenido de las actas de las sesiones de CIPRUNA, fue analizada a 
la luz de la teoría elegida. 
La presentación preliminar de la metodología desarrolla con mayor profundidad en el tercer 
apartado. Esta decisión resulta  funcional, dado que el diseño metodológico, que comprende 
tanto el esquema de recopilación y análisis de información, se plantea a partir de los 
elementos conceptuales y teóricos.  
En este orden de ideas, con el fin de desarrollar lo que se propone la investigación, en la 
primera parte del documento y como primer objetivo específico se presenta el concepto de 
intersectorialidad como marco teórico desde los postulados de Nuria Cunill. En este 
sentido, se realiza un acercamiento a las discusiones alrededor de la Nueva Gestión Pública 
(NGP) para, luego, aproximarse a las discusiones en torno a la gestión de los problemas, en 
especial los problemas sociales complejos, también conocidos en la literatura como 
“wicked problems” (WP).  El uso del concepto de “wicked Problem”, si bien no es central 
para la presente investigación, lo que también explica la profundidad de su abordaje, resulta 
útil pues, entre otros factores, este tipo de problemas conducen a la discusión sobre los 
esquemas de coordinación interinstitucional entendidos como alternativa para la 
administración de problemas intersectoriales. Este último concepto, de coordinación 
interinstitucional desarrollado, es el elemento central que será tenido en cuenta para el 
análisis del funcionamiento de la CIPRUNA.  
En la segunda parte, con el fin de desarrollar el segundo objetivo específico se hace una 
caracterización del reclutamiento forzado de NNA por parte de grupos al margen de la ley y 
los grupos delictivos organizados en Colombia como un “wicked problem”, debido a las 
distintas causas, manifestaciones y múltiples actores. Esta condición es la que conduce a la 




El objetivo de la tercera parte es la descripción de la creación de la CIPRUNA, así como, el 
análisis de la intensidad de la integración intersectorial de la Comisión, lo cual se realiza 
por medio de la triangulación y análisis de la información obtenida en el trabajo de campo.  
Por último, se presentan las conclusiones y recomendaciones fruto de la investigación 
llevada a cabo a lo largo del presente documento.  
  
1. LA INTENSIDAD DE INTEGRACIÓN INTERSECTORIAL EN EL 
DESARROLLO DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
  
El objetivo del presente aparte es presentar los elementos teóricos que permitan analizar el 
funcionamiento institucional intersectorial de la CIPRUNA. Para la presente investigación 
el concepto de intersectorialidad es la base para comprender los cambios institucionales 
encaminados a resolver los problemas sociales. Sin embargo, antes de ahondar en este, es 
imperante, en primer lugar, aproximarse a las discusiones de la Nueva Gestión Pública, 
pues en esta se destaca, entre otras, la importancia que hoy en día juega la intersectorialidad 
al momento de la creación, implementación y evaluación de una política pública, 
especialmente, una política social. 
En segundo lugar, se hablará de los “problemas perversos” o Wicked Problems (WP), con el 
fin de entender la complejidad de tratar los problemas sociales, para, en tercer lugar, 
abordar la coordinación interinstitucional como alternativa que puede ofrecer soluciones 
integrales a las problemáticas sociales entre dos o más actores.  
Por último y, como concepto principal de la presente investigación, se abordará la 
intersectorialidad como mecanismo que busca actuación o participación de dos o más 
actores o instituciones con el fin de contribuir a la solución de los problemas sociales 
analizando su nivel de intensidad a través de la inclusividad, mancomunidad y adecuación 
de las estructuras institucionales.   
1.1 La Nueva Gestión Pública  
El trabajo clásico sobre la administración pública de Max Weber posesionó la idea de un 
modelo burocrático que tenía como finalidad delimitar los rasgos de una organización 
llamada a resolver racional y eficientemente los problemas de la sociedad (Crozier, 1997, p. 
1). Por consiguiente, la burocracia de Weber se basó en la formalización de las normas, 
procedimientos y centralización, esta última, entendida como la existencia de una jerarquía 
y autoridad. Además de lo anterior, se consideró importante que el cargo obtenido por los 
funcionarios públicos fuera mediante un sistema de méritos, es decir, los funcionarios 
estaban en la obligación de demostrar su idoneidad para ocupar el cargo y erradicar la 




fue la división y procedimientos del trabajo dentro de la organización, pues se consideró 
que los funcionarios se debían especializar según su experiencia y formación académica 
para desempeñar el cargo y resolver de forma más eficiente los problemas, previamente 
separados en partes más pequeñas (Martins, 1997, p. 5). 
Aunque la burocratización intentó hacer más eficientes los procesos estatales destinados a 
la solución de los problemas sociales existentes, este modelo de administración pública fue 
objeto de múltiples críticas. Entre otras se destacan las reservas en torno a su forma 
gerencial y operativa, además de la politización del aparato administrativo, el nivel de gasto 
y el grado de dificultad de resolver de manera eficaz y eficiente los problemas públicos 
(Martins, 1997, p. 6). 
De esta forma, los reparos sobre los efectos negativos del modelo burocrático inspiraron 
una ola reformista y modernizadora del aparato estatal conocido como la Nueva Gestión 
Pública (NGP), “orientada a incrementar la eficiencia y la eficacia de la administración 
pública” (Ramió, 2001, p.2). Así pues, la Nueva Gestión Pública puede ser definida como 
“(…) un nuevo contrato, un nuevo acuerdo entre políticos y funcionarios públicos y la 
sociedad para mejorar la capacidad del Estado en su tarea de implementar las políticas, bajo 
condiciones físicas y financieras apropiadas” (Departamento de la Función Pública, 2002, 
p.7).  
Las estrategias y herramientas modernizadoras de la NGP se pueden agrupar en dos 
grandes categorías. La primera se sustenta en el “enfoque neoempresarial, en donde se hace 
énfasis en la economía, la eficacia y la eficiencia de los aparatos públicos, y que proponen 
la clientelización de los ciudadanos” (Ramió, 2001, p.2). Este conjunto de ideas “proviene 
de la teoría de la organización económica como la toma decisiones pública, y la teoría del 
agente principal, cuya atención se centra en la primacía del gobierno representativo sobre la 
burocracia” (Christensen y Laegreid, 2001, p.77). 
En la segunda categoría están los “(…) enfoques que ponen especial atención a la 
repolitización, la racionalización y el control de la externalización de los servicios públicos, 
la participación ciudadana y la ética de la gestión pública” (Ramió, 2001, p.2).  Este 
conjunto de ideas “proviene de la escuela gerencialista, que centra su atención en la 
necesidad de restablecer la primacía de los principios gerenciales de la burocracia” 
(Christensen y Laegreid, 2001, p.77). 
A pesar de la intención de hacer más eficiente y eficaz la administración pública, la Nueva 
Gestión Pública también ha sido objeto de diversas críticas. La primera de ellas es que la 
NGP surgió en los países anglosajones, sin llevar a cabo un debate amplio sobre la 
implementación de este nuevo modelo y se ha dado por sentado que es el único modelo de 
Estado de carácter neoliberal (Ramió, 2001, p. 7). Por otro lado, la segunda crítica ha sido 
la cultura neoempresarial de la NGP, dado que no todos los países, especialmente los países 




administraciones, “(…) pues la cultura organizativa estaba muy poco asentada y 
cohesionada salvo en el caso de colectivos muy profesionalizados que siguen unas pautas 
culturales de carácter corporativo” (Ramió, 2001, p. 18). 
Una tercera crítica, y que resulta cardinal para la presente investigación, aparece 
especialmente con lo llamado en la NGP como la administración relacional, pues en este 
modelo el sector público “deja de ser un único y extenso continente para transformarse en 
un archipiélago de organizaciones instrumentales que tienen unos objetivos muy concretos” 
(Ramió, 2001, p. 21). Sin embargo, algunos países, especialmente los latinoamericanos, no 
invirtieron mayor esfuerzo en planificar, ejecutar y evaluar aquellos servicios externos 
propios de la red de administración pública, por lo que la administración relacional no tuvo 
éxito (Ramió, 2001, p. 21). 
A raíz de los efectos inducidos por las reformas de la primera ola de la NGP surge la 
segunda ola reformista, la cual dejó de lado la delegación y organizaciones estructuradas, 
presentando la idea de englobar el Estado denominándolo “gobierno conjunto” o “totalidad 
de gobierno” (Christensen y Laegreid, 2007, p.543). Lo anterior, debido a que se evidenció 
que la gestión de muchos de los problemas sociales no era de competencia de una sola 
institución o dependencia. Dichas estrategias tenían como objetivo, entre otros, resolver los 
“wicked problems” o “problemas malvados”, a través de la coordinación entre instituciones 
y, posteriormente, una intervención intersectorial para el logro de metas comunes y 
compartidas.  
1.2 The Wicked Problems o “Problemas Malvados” 
Como se mencionó anteriormente, los retos administrativos que incluyeron las reformas a 
la Nueva Gerencia Pública llevaron a repensar la forma de abordar problemas sociales que 
suelen ser complejos de resolver de manera eficiente a través de intervenciones 
fragmentadas. 
Rittel y Webber en su trabajo “Dilemas en una teoría general de la planificación” 
manifestaron que:  
Los problemas finitos abordados por la ciencia y la ingeniería son relativamente "dóciles" o 
'benigno' - en el sentido de que los elementos de un problema matemático son definibles y 
las soluciones son verificables, por el contrario, los problemas sociales modernos se 
consideran "mal definidos", interconectados, y confiando en juicios políticos en lugar de 
certezas científicas. En este sentido, la mayoría los principales problemas de política 
pública son "perversos" (Rittel y Webber 1973 en Head, 2008, p. 102). 
Los “wicked problems” o “Problemas Malvados” se visibilizan como aquellos problemas 
sociales que por su complejidad no pueden ser resueltos por medio de técnicas, enfoques, 
ingenierías y metodologías tradicionales. Esto debido a que se considera que los problemas 




experiencias y perspectivas de quienes están envueltos en el problema y quienes son los 
directamente afectados (Head, 2008, p. 102). Es decir que, los enfoques puramente técnicos 
por sí solos no pueden resolver en su totalidad las dificultades de un problema, 
especialmente, si es un problema social.  
Ritter y Webber identificaron diez características de los “Problemas Malvados”, entre los 
que se destacan: la imposibilidad de una formulación definitiva de un problema y, a su vez, 
la ausencia de una solución definitiva. Por tanto, al no existir una solución definitiva del 
problema no se puede catalogar la solución como verdadera o falsa sino buena o mala de 
acuerdo con el concepto de los involucrados (Rittel y Webber citados en Head, 2008, p. 
102).  
Así mismo, no existe prueba alguna ni definitiva ni inmediata del problema malvado y por 
ello toda solución que se intenta es de una sola vez, lo cual implica que no hay oportunidad 
de aprender por ensayo y error. Por lo tanto, todo problema malvado es, esencialmente, 
único y estos se pueden considerar como síntoma de otro problema. Por consiguiente, los 
“Problemas Malvados” son una mezcla de complejidad, incertidumbre y divergencia. Sin 
embargo, la complejidad de estos varía dependiendo del tratamiento y la solución (Rittel y 
Webber 1973 en Head, 2008, p. 103). 
Frente a este tipo de problemas, el gerencialismo, propio de los modelos de administración 
inspirados en la NGP, ha sido uno de los obstáculos principales para que se puedan abordar 
los -WP-, pues se considera que el gerencialismo ha tenido un enfoque racional-técnico 
para la toma de decisiones. 
Por consiguiente, el énfasis en una respuesta pública sustentada en la coordinación e 
intersectorialidad fue una de las diferentes estrategias para contrarrestar la especialización 
institucional inducida por las lógicas de la NGP, como una solución integradora de diversos 
actores involucrados en la formulación y solución de los llamados-WP-.  
 1.3 La Coordinación 
A partir de la segunda ola de la NGP, la coordinación surgió como un proceso integrador 
necesario para abordar los -WP- tendiendo como objetivo involucrar a dos o más actores en 
un trabajo asociado, entendiendo que estos responden a unas lógicas institucionales y 
organizacionales pertinentes para dar respuesta al problema. Por lo tanto, para que la 
coordinación funcione de manera efectiva, se requiere orientación, reglas operativas, 
incentivos y compromisos en cada uno de los planos de las políticas (Martínez, 2009, p. 7). 
Sin embargo, Fabián Repetto (2008) en su trabajo “Coordinación de políticas” analiza dos 
supuestos en cuanto al alcance de la coordinación. El primero de ellos es que entre más 
extensa y entre mayor intervención realiza un Estado con respecto a una política y, a su vez, 




es más complejo realizar coordinaciones, debido al peso de los intereses de los actores 
involucrados. El segundo supuesto es que, “para lograr avanzar en una verdadera 
coordinación, es indispensable contar con coaliciones sociopolíticas con fuertes intereses en 
materia social y a su vez con aparatos técnico-burocráticos que tengan la capacidad de 
adoptar comportamientos y prácticas flexibles de gestión pública” (Repetto, 2008, p.7). 
Repetto propone el concepto de coordinación pro-integralidad, que corresponde al: 
[…] proceso mediante el cual se va generando sinergia entre las acciones y los recursos de 
los diversos involucrados en un campo concreto de la gestión pública, al mismo tiempo que 
en dicho proceso se va construyendo […] un sistema de reglas de juego formales e 
informales, a través de las cuales los actores participantes encuentran fuertes incentivos a 
cooperar (Repetto, 2009, p.10). 
 
Para que la coordinación pro-integralidad, según Repetto, prospere, primero deben existir 
unas responsabilidades compartidas claramente identificadas; segundo, debe haber 
asignación de responsabilidades muy bien delimitadas al momento de comenzar con el 
diseño de las intervenciones; tercero, tomar la decisión de qué se va hacer y qué cantidad de 
recursos se van a emplear; y, cuarto, se deben implementar acciones complementarias con 
múltiples actores que cumplan con los objetivos dispuestos en el diseño de los objetivos 
planteados por los responsables de las políticas y programas (Repetto, 2009, p.10). Lo 
anterior, entendiendo que la coordinación se volvió un mecanismo importante en la 
administración pública, especialmente, para lograr resolver problemas sociales y así 
desarrollar políticas integrales como resultado de un esfuerzo de las partes. 
1.4 Intersectorialidad  
De acuerdo con lo mencionado anteriormente, el interés por el estudio de la 
intersectorialidad también surgió en el contexto de la segunda ola de la NGP. Esta puede 
ser entendida como un proceso de integración entre dos o más instituciones y abordada con 
el fin de contribuir a la solución de los problemas sociales, […] “muy vinculado con la 
creciente conciencia de que la mayoría de los problemas que deben enfrentar los gobiernos 
corresponden a problemas perversos (wicked problems)” (Cunill-Grau, 2014, p. 11).  
Es importante resaltar que existe una diferencia notable entre coordinación e 
intersectorialidad, pues, aunque la coordinación es indispensable para no causar 
redundancias o inconsistencias en la política pública, no necesariamente se traduce en 
integración. Y, aunque la coordinación procura avanzar hacia una integración, no siempre 
la asegura; como sí lo hace la intersectorialidad (Repetto, 2009, p. 10-12).   
Por lo tanto, la base de la intersectorialidad, según Nuria Cunill-Grau, se remite al concepto 




la noción de intersectorialidad se refiere […] “a la integración de diversos sectores con 
vistas a la solución de problemas sociales” (Cunill-Grau, 2005, p. 1).  
Sin embargo, la autora señala que este concepto puede tener diversas connotaciones, por lo 
que plantea las siguientes premisas. La primera de ellas es que a la intersectorialidad se le 
asigna un fundamento político, pues permite la búsqueda de acciones integrales. La 
segunda premisa es que la intersectorialidad tiene un fundamento técnico que redunda en 
que las diferencias puedan ser encausadas de manera positiva para la gestión del problema 
(Cunill-Grau, 2014, p. 17).   
De esta manera, Cunill-Grau resalta que la integración es el principio rector y el primer 
elemento en las definiciones de intersectorialidad, dado que esta integración supone una 
integración administrativa y la eliminación de relaciones jerárquicas (Cunill-Grau, 2005, 
p.2). En este sentido, la integración implica un trabajo conjunto entre aquellos actores que 
han definido y asumido el problema en común, resaltando que existen diferentes tipos de 
integración intersectorial, como se evidencia a continuación:  
Ilustración 1: Expresiones y tipos de integración intersectorial 
 
Fuente: Tomado de Cunill-Grau, 2014, p. 20 
Según Nuria Cunill-Grau “una alta integración en los sectores devendría en una 
intersectorialidad de alta intensidad” (2014, p. 20), identificándose la integración con los 
más altos niveles de colaboración entre cada uno de los actores involucrados. Por 
consiguiente, para que exista integración intersectorial es importante que exista 




La inclusividad hace referencia a la participación de los actores involucrados en la fase de 
formulación de la política pública destinada a intervenir un problema en común para todos. 
Por tanto, cuando existe un solo sistema de administración, esto significa que existe 
“inclusividad del ciclo de políticas”, cuando todas las formas de planificación, 
implementación y evaluación en procesos asociados con la política pública dejan de ser 
sectoriales y, por el contrario, son asumidos por medio de los procesos intersectoriales.  
(Cunill-Grau, 2014, p.22-23). La mancomunidad, por su parte, hace referencia a la unión de 
sectores para conseguir un fin común. Está integración estaría aún más consolidada cuando 
existen recursos compartidos, responsabilidad, acciones y sistemas unificados de 
información en el contexto de la implementación de la acción pública intersectorial (Cunill-
Grau, 2005; 2014). 
En cuanto al ajuste de las estructuras orgánicas del Estado, este hace referencia a los 
arreglos que se deben hacer dentro o entre las organizaciones, bien sea para la creación de 
Comité o para dar lugar a la creación de una estructura intra o interinstitucional. En este 
sentido, la creación o modificaciones de las estructuras estales son importantes para que los 
actores involucrados tengan el espacio adecuado para desarrollar y expresar sus diferencias 
y puntos en común (Cunill-Grau, 2014). 
Por lo tanto, se puede decir que la intersectorialidad puede ser analizada por su nivel de 
intensidad. A continuación, se evidencia la intensidad de integración según el nivel de 
integración.  
Ilustración 2: Intensidades de la acción intersectorial según grados de integración de los 





Fuente: tomado de Cunill, 2014, p25. 
Con lo anterior, se puede observar que la intersectorialidad se divide entre alta intensidad y 
baja intensidad. La intersectorialidad de alta intensidad está compuesta en primer lugar, por 
una alta integración en cuyo marco se comparte la formulación de la toma de decisiones, el 
seguimiento y la evaluación, es decir, existe inclusividad en el ciclo de política pública. En 
segundo lugar, se caracteriza por compartir la ejecución de las decisiones, la información y 
los recursos, es decir, existe mancomunidad. En tercer lugar, resalta la capacidad de 
producir alteraciones en las estructuras organizativas, con el fin de adaptarse para responder 
a las necesidades en común.  
La baja integración se caracteriza por, en primer lugar, solo abarcar un momento o fase del 
ciclo de política pública, es decir, no existe inclusividad. En segundo lugar, tampoco existe 
la mancomunidad, dado que, lo único que comparten los actores son los asuntos 
operacionales, pues el financiamiento está a cargo de una autoridad central. En tercer lugar, 
no hay lugar a cambios en las estructuras organizativas sectoriales.  
La intersectorialidad, por lo general, se encuentra en cabeza de una autoridad central, la 
cual regula y coordina las acciones pertinentes para lograr los esfuerzos mancomunados 
para la gestión del problema público.  Sin embargo, no todas las acciones se dan de la 
misma forma, ni todos los sectores responden igual, lo que conduce también a que exista la 
posibilidad de que la cabeza central tome la vocería de la planificación, formulación 
presupuestaria, seguimiento y evaluación o que los sectores consideren que ellos son los 
que deben manejar lo anteriormente mencionado.  
Por tanto, la intersectorialidad depende de la disposición y del acuerdo de voluntades de los 
actores involucrados en el problema a resolver, de lo cual depende, a su vez, la intensidad 
de integración de la intersectorialidad. Sin embargo, las modificaciones propias de la 
intersectorialidad son las deseables para tratar y resolver los problemas complejos. 
La caracterización de la intersectorialidad, así como los elementos que permiten cualificar 
su intensidad, previamente esbozados, se constituyen en las herramientas conceptuales con 
base en las cuales, por un lado, se diseñaron las herramientas de levantamiento de 
información, y, por el otro, se llevó a cabo el análisis del funcionamiento de la 







2. EL PROBLEMA PÚBLICO DEL RECLUTAMIENTO FORZADO DE 
NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES POR PARTE DE GRUPOS ARMADOS AL 
MARGEN DE LA LEY Y LOS GRUPOS DELICTIVOS ORGANIZADOS EN 
COLOMBIA 
 
El presente aparte tiene por objetivo describir el problema público del reclutamiento 
forzado de niños, niñas y adolescentes (NNA) por parte de los grupos armados al margen 
de la ley en Colombia, a la luz de las características de -WP- o “Problema Perverso”, 
planteadas por Rittel y Webber.  
Para tal propósito, en primer lugar, es importante contextualizar el tratamiento del 
reclutamiento forzado de NNA a nivel internacional, realizando un recuento histórico de la 
configuración internacional del problema público a través de los diferentes tratados, 
conferencias y convenciones. En segundo lugar, se realizará una radiografía a nivel 
nacional del reclutamiento forzado, con el fin de contextualizar sus multicausalidades, las 
motivaciones por parte de los grupos armados al margen de la ley con mayor cantidad de 
niños reclutados como las FARC, ELN y paramilitares. En tercer lugar, se evidenciará el 
esfuerzo del Estado colombiano por acogerse a diferentes convenios internacionales y la 
expedición de normas para contrarrestar el reclutamiento de niños, niñas y adolescentes en 
el país, esfuerzo que conduce, entre otras, a una respuesta interinstitucional para atender el 
reclutamiento forzado: la Comisión Intersectorial para la Prevención del Reclutamiento, la 
Utilización y la Violencia Sexual contra los Niños, Niñas y Adolescentes por Grupos 
Organizados al Margen de la Ley y los Grupos Delictivos Organizados (CIPRUNA), creada 
en el año 2007. 
Con este propósito, a continuación, se presenta una línea del tiempo en la que se evidencian 
los esfuerzos normativos de la comunidad internacional y Colombia para la prevención del 
reclutamiento de los NNA por parte de los grupos armados al margen de la ley, tal como se 






Ilustración 3: Línea del tiempo de normatividad internacional y nacional sobre 
reclutamiento y prevención de reclutamiento de NNA 
Fuente: Elaborado por la autora con base en la revisión normativa. 
2.1 Abordaje del reclutamiento forzado de NNA a nivel internacional 
A nivel internacional la violencia ha generado que los niños sean reclutados con el fin de 
servir en grupos organizados al margen de la ley para ejercer diversas labores dentro sus 
organizaciones. De hecho, “(…) durante la última década y media el mundo ha sido testigo 
de un creciente número de conflictos armados que cada vez afectan a los niños y niñas de 
manera indiscriminada” (UNICEF, 2004, p.15). Como consecuencia del conflicto, existen 
diferentes modalidades de reclutamiento de niños, niñas y adolescentes. Por ello, es 
imperante entender el entorno social, económico y político que conduce a que los NNA 
sean población objeto para los grupos armados al margen de la ley.  
De acuerdo con diversos autores, la vinculación de los niños, niñas y adolescentes a los 
grupos al margen de la ley se ha categorizado de la siguiente manera: 1) vinculación 
voluntaria, 2) vinculación forzosa y 3) vinculación por nacimiento (Picón y Cháves, 2008; 
Hinestroza, 2008).  
La vinculación voluntaria está ligada a una motivación por reconocimiento social, como 
poder de las armas, modificación de su situación socioeconómica, venganza, protección por 
parte del grupo del grupo armado, simpatía ideológica, entre otros. Por lo tanto, esto supone 
una decisión consciente de los NNA de vincularse a los grupos al margen de la ley (Picón y 
Cháves, 2008; Hinestroza, 2008). Sin embargo, el concepto de voluntariedad debe ser 
entendido como la conjugación de su contexto social y económico que fuerza a los niños a 




La vinculación forzosa se presenta a raíz de la presión que ejercen los grupos armados 
física y psicológicamente en el territorio donde hacen presencia, obligando a las familias a 
entregar a sus hijos, imponiéndole a los NNA a ganarse el derecho a vivir, lo cual se 
convierte en una defensa cotidiana de la vida (Picón y Chávez 2008; Pieschacón 2006). Por 
último, el tercer tipo de vinculación es la vinculación por nacimiento que hace referencia al 
caso de los niños que nacen en condición de hijo de combatientes (Picón y Chávez, 2008, p. 
201). 
Así pues, y a raíz de la gravedad de la vulneración de los Derechos Fundamentales de los 
niños, niñas y adolescentes alrededor del mundo, en el año 1989 se adoptó la Convención 
de los Derechos del Niño con el objetivo de garantizar a los niños del mundo el cuidado y 
asistencia especial debido a su vulnerabilidad.  Posteriormente, en 1997, como 
consecuencia del conflicto que se venía presentando en el continente africano, UNICEF 
realizó el simposio de los “Principios de la ciudad del Cabo” sobre la prevención del 
reclutamiento de niños en las fuerzas armadas y la desmovilización y reintegración social 
de los niños soldado en África (Principios de la Ciudad del Cabo, 1997). En estos, el 
reclutamiento de NNA se conceptualizó como:  
niño soldado es toda persona menor de 18, que forma Parte de cualquier tipo de fuerza o 
grupo armado regular o irregular en cualquier función distinta a la de ser únicamente un 
miembro de familia. Esto incluye a los cocineros, cargadores, mensajeros y a los que 
acompañan dichos grupos, además de las niñas reclutadas para propósitos sexuales o para 
matrimonios forzados. Por tanto, no solo se refiere a un niño que está portando o que ha 
portado armas. (UNICEF, 1997) 
En el 2002, por medio del “Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados”, se eleva la edad 
mínima en el reclutamiento por parte de las fuerzas militares, y su participación en 
hostilidades a los 18 años. No obstante, posteriormente surgió la necesidad de continuar 
pronunciándose acerca de los conceptos emitidos en los “Principios de Ciudad del Cabo”, 
razón por la cual, en el 2007 por medio los “Principios de París”, se reafirmaron y 
ampliaron conceptos como reclutamiento, liberación, desarme, desmovilización, entre 
otros.   
Adicionalmente, en los “Principios de París” se abordó la necesidad de una mayor 
coordinación y colaboración en el intercambio de información entre los diferentes niveles 
de las instituciones nacionales y las organizaciones estatales para abordar el fenómeno del 
reclutamiento forzado, dado que, según dichos Principios, se “deben coordinar sus 
actividades mediante el establecimiento y mantenimiento de un grupo interinstitucional 
mediante el cual, entre otras cosas, se llegue al acuerdo y se comuniquen funciones y 
responsabilidades” (Principios de París, 2007, p.14). 
 
Es importante resaltar que la protección de los NNA que se encuentran en medio del 




Por lo tanto, los tratados y principios se han visto robustecidos y consolidados a lo largo de 
los años con el fin de mitigar el fenómeno.  
 
De acuerdo con el panorama internacional, Colombia no es la excepción, dado que, el país 
“está en la trágica lista de los países en los que miles de niños combaten y mueren en 
sangrientos conflictos” (UNICEF, 2004, p.33). Los principales perpetradores de este delito 
han sido las diferentes guerrillas y grupos paramilitares existentes en el territorio. Por lo 
tanto, a continuación, se realiza la descripción del reclutamiento forzado de NNA en 
Colombia.  
2.2 Reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes por parte de grupos armados al 
margen de la ley y los grupos delictivos organizados en Colombia 
En Colombia, son varias las décadas de conflicto armado. Hacia a finales del siglo XX, e 
inicios del siglo XXI, se recrudeció el conflicto armado colombiano y, por ende, se dio un 
incremento de crímenes, masacres, secuestros y, asesinatos, contexto que condujo a que los 
niños, niñas y adolescentes se hayan visto involucrados como actores importantes de la 
guerra. De hecho, este fenómeno no se había visibilizado hasta que en “1996 la Defensoría 
del Pueblo publicó en uno de sus informes que el 30 por ciento de algunas unidades 
guerrilleras estaban compuestas por niños” (UNICEF, 2004, p. 42). 
Al finalizar los años noventa y principios del 2000, el gobierno de Colombia, si bien tenía 
conocimiento del reclutamiento de los NNA por parte de los grupos insurgentes, no contaba 
con cifras unificadas que evidenciaran la magnitud del problema y la cantidad de estos en 
las filas de los grupos armados. De hecho, Human Rights Watch calculaba, para el 2001, 
que aproximadamente existían 11.000 NNA vinculados a dichos grupos ilegales (Human 
Rigths Watch, 2004, p. 37); en el año 2004 el Ejército Nacional de Colombia aseguraba que 
aproximadamente 3.000 menores se encontraban en las filas de los grupos armados 
(Ejército Nacional, 2004 en Pachón, 2009, p.4); incluso para el mismo año 2004, el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) aseguraba que existían 6.000 menores 
reclutados (ICBF citado en Pachón, 2009, p.4). Por su parte, UNICEF en el informe del 
Estado Mundial de la Infancia en el 2005 afirmaba que, en Colombia, aproximadamente, 
14.000 NNA estaban reclutados dentro de los diferentes grupos armados (UNICEF, 2005, 
p. 45) 
En el año 2005 la Defensoría del Pueblo realizó una caracterización de los NNA que habían 
sido reclutados por los grupos armados ilegales, y quienes en ese momento se encontraban 
bajo los programas ofrecidos por el ICBF. Dicha caracterización permitió evidenciar tres 





Tabla 1: Motivos de reclutamiento 
MOTIVOS DE RECLUTAMIENTO 
 
 
Composición de las familias de origen 
Existencia de factores de vulnerabilidad en términos 
de desprotección parental, para los niños, niñas y 
adolescentes. Se confirmó que la causa de la mayor 
desprotección parental estaba dada por la muerte de 
los padres. 
 
Relaciones de convivencia en las familias de origen. 
La caracterización de los NNA, en su mayoría, 
permitió evidenciar que los NNA fueron víctimas de 
violencia y maltrato dentro de su familia. 
 
Explotación en trabajo infantil 
El 90% de niños caracterizados afirmaron haber 
realizado algún tipo de actividad doméstica o no 
doméstica, tales como cultivos, cuidado de ganado, 
entre otros. 
Fuente: Defensoría del Pueblo, 2005, p. 21 
Ahora, es importante entender que grupos como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia- Ejército del Pueblo (FARC-EP), el Ejército de Liberación Nacional (ELN), 
Paramilitares y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), han tenido distintas formas 
de reclutamiento que están ligadas a los diferentes contextos regionales en Colombia. Por lo 
tanto, a continuación, se describirá fenómeno de estudio por actor armado. 
2.2.1. Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP)  
Esta organización guerrillera se fue consolidando a través de sus Conferencias que forjaron 
su estructura organizativa. De hecho, en materia de reclutamiento de NNA, en la Séptima 
Conferencia, llevada a cabo en 1982, se estableció que entre los 15 y 30 años era la edad 
apta para el ingreso a las filas del grupo (Centro de Memoria Histórica, 2017, p.252). 
Además, es importante resaltar que la Séptima Conferencia de las FARC planteó 
fundamentalmente el plan estratégico y expansionista del grupo guerrillero (Moreno, 2006, 
p. 628), lo cual conllevó a la intensificación del reclutamiento de niños, niñas y 
adolescentes.  
Por lo anterior, las FARC construyeron instrumentos que regularon la práctica del 
reclutamiento de NNA, entre los cuales se destacan los Clubes Infantiles Bolivarianos2. Su 
objetivo principal era fomentar la educación y formación de la infancia por medio del buen 
comportamiento y, a su vez, despertar la creatividad por el bien común convirtiéndose en 
un revolucionario desde temprana edad. De acuerdo con el instrumento, la edad establecida 
de los niños pioneros era de 5 a 12 años (Guía de trabajo de los Clubes Infantiles 
Bolivarianos, 2001). 
Como consecuencia, los planteles educativos se convirtieron en los escenarios propicios 
para el adoctrinamiento y cooptación de NNA a sus filas, además de la presión sobre los 
docentes para obtener por parte de ellos el apoyo a la lucha armada. Otro mecanismo 
 
2 Los Clubes Infantiles Bolivarianos, surge del documento del Clubes Pioneros en el municipio El Castillo 




persuasivo usado por la FARC, fueron las jornadas de sensibilización en la comunidad 
mediante el uso de su propio sistema de radio difusión, para lograr reclutar personas a su 
organización, entre ellos NNA.  
El papel de los NNA dentro de este grupo guerrillero, según el informe Defensorial de 
2006, se dividía en tres grandes actividades. La primera de ellas era el mantenimiento y 
supervivencia de la tropa, la cual los llevaba a realizar labores de cocina, cuidado de 
enfermos, cultivo de la tierra, siembra o raspa de coca y lavado de la ropa. La segunda 
actividad era la de las acciones bélicas o participación directa en hostilidades la cual 
consistía en realizar emboscadas, tomas armadas, cuidado de secuestrados, mano factura de 
explosivos. La tercera gran actividad era el apoyo logístico y otras actividades asociadas a 
la vida militar como hacer guardia, participar en entrenamientos militares, labores de 
inteligencia, entre otros.  
Según la investigación realizada por el Centro Nacional de Memoria Histórica en el año 
2017, entre el periodo comprendido entre 1997 y 2005, las FARC fue la organización 
armada que más reclutó NNA, registrando un 45% frente a otras organizaciones armadas. 
Las regiones del Ariari Guayabero, Sur del Tolima, Florencia y Caguán fueron las zonas 
donde más se registra reclutamiento de niños, niñas y adolescentes (CMH, 2017, P. 130). 
2.2.2 Ejército de Liberación Nacional (ELN)  
A través de su “Código de Guerra” manifestó que “no se incorporarán menores de dieciséis 
años a la Fuerza Militar Permanente, se podrán integrar a otras actividades revolucionarias 
diferente a la participación en las hostilidades" (UNICEF, p. 58). Sin embargo, según los 
datos de CMH, el ELN presentó el 11% del reclutamiento forzado entre 1997 y 2005 (2017, 
p.124). Las regiones más representativas del reclutamiento fueron Pacífico Sur, Bajo Cuca 
Antiqueño, Magdalena Medio, Oriente Antioqueño, Sarare, Sierra Nevada de Santa Marta, 
Noreste Antioqueño, Sur del Valle, Catatumbo (CMH, 2017, p.138-165). A su vez, entre 
los años 2002 y 2006 se presentaron los picos más altos de reclutamiento de NNA por parte 
de esta organización guerrillera.  
Según el informe Defensorial del 2014, al igual que las FARC, el ELN también ha utilizado 
a los niños para actividades de combate, actividades de vigilancia, como informantes o 
campaneros; actividades de apoyo logístico como cocineros, lavanderos; también han sido 
utilizados para el tráfico o microtráfico de sustancias ilícitas; inducción al reclutamiento; 
mensajería o transporte de suministros, armas o artefactos de cualquier índole (Defensoría 
del Pueblo, 2014, p. 24). 
Según un estudio realizado en el año 2016 por la Organización Internacional para las 
Migraciones (OIM) y Cifras y Conceptos con apoyo de USAID, se pudo determinar que los 
niños reclutados por parte de las guerrillas colombianas son aquellos pertenecientes a las 
áreas rurales y a grupos étnicos, para el cuidado de los cultivos ilícitos, transporte de 




2.2.3 Paramilitares  
Se puede decir que, debido a la disparidad organizacional de los paramilitares, los filtros 
del reclutamiento y las normas de disciplina eran mucho más laxos que los de las guerrillas. 
No existió una estructura interna consolidada que canalizara los intereses. Por el contrario, 
los paramilitares se destacaron por el lucro personal y no organizacional (CMH, 2017).  
Lo anterior impactó en el reclutamiento de NNA debido a que el estatuto de las AUC, en el 
artículo 9, manifestó que “los aspirantes deben ser mayores de 18 años, de buena reputación 
y no tener historial de conducta indeseable o antisocial” (UNICEF, p. 61). Sin embargo, los 
paramilitares no cumplieron lo estipulado en el Estatuto y, además, a los niños reclutas se 
les pagaba un salario que oscilaba entre los 900.000 y los 1.200.000 mil pesos (UNICEF, p. 
72). 
Los paramilitares son el segundo grupo armado con mayor cantidad de NNA reclutados con 
un 43% entre 1997 y 2005 (CMH, 2017, p.124). Las regiones con gran volumen de 
reclutamiento de NNA fueron el Piedemonte Llanero, el Magdalena Medio y el Urabá.  
Por lo tanto, los NNA reclutados por parte de los grupos paramilitares son, por lo general, 
pertenecientes al área urbana, con el fin de que sean los informantes, cobren la vacunas y 
extorsiones y para la venta y transporte de droga.  
La anterior descripción deja en evidencia la utilización de los niños, niñas y adolescentes en 
Colombia por parte de los diferentes grupos al margen de la ley, con una tendencia clara, no 
respetando sus propios estatutos y mucho menos lo reglamentado a nivel internacional. Lo 
anterior convierte a los NNA en víctimas de las violaciones a derechos fundamentales. 
Por la descripción previamente expuesta, tanto de las causas, como de las consecuencias, 
del reclutamiento de niños, niñas y adolescentes en el país, este fenómeno puede ser 
categorizado como un -WP- o “Problema Perverso”. Así, la complejidad que encierra el 
fenómeno causado por los diferentes grupos armados al margen de la ley, los fines 
específicos, pero también la diversidad de papeles que juegan los niños en cada 
organización y las características propias de cada zona del país, hacen imposible 
homogenizar el fenómeno del reclutamiento forzado de NNA.  
Teniendo en cuenta lo anterior, el Estado ha realizado acciones tanto para prevenir como 
atender el reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes por medio de la 
reglamentación normativa que faculta al Estado a tomar las decisiones pertinentes frente a 






2.3 Marco normativo-prevención del Reclutamiento Forzado de Niños, Niñas y 
adolescentes en Colombia 
Como se evidenció anteriormente, a nivel internacional se han realizado diversos esfuerzos 
por regular el conflicto armado alrededor del mundo y prevenir el reclutamiento de los 
NNA. En este sentido, Colombia se ha acogido a tratados y protocolos que han sido 
integrados al bloque constitucional de Colombia (Ver anexo I). Entre estos documentos se 
destacan los siguientes: 
- El Convenio de Ginebra adoptado el 12 de agosto de 1949, el cual tiene como objetivo 
la protección de las víctimas en el conflicto armado. Este Convenio fue ratificado por 
Colombia el 8 de noviembre de 1961 y entra en vigor el 8 de mayo de 1962 (Coalición 
contra la vinculación de niños niñas y jóvenes al conflicto armado en Colombia, 2005, 
p. 12). 
- Posteriormente, el país ratifica la Declaración de los Derechos del Niño; los Principios 
de Ciudad del Cabo; los Principios de París y; la Convención Internacional de 
Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en 1989. 
Lo anterior, con miras a proteger los derechos de los niños en el territorio nacional.  
En este sentido, luego de la aprobación de la Convención Internacional de Derechos del 
Niño, en 1989 Colombia expidió el Código del Menor que consagra los derechos 
fundamentales de los NNA. En 1997, ocho años más tarde se promulgó la Ley de Juventud 
dirigida hacia la formación integral de los jóvenes en cuanto a su desarrollo físico, 
psicológico, social y espiritual.  En este mismo año, con la ley 418 se logra un avance 
importante en cuanto a las disposiciones de protección de los menores frente a los efectos 
del conflicto, así pues “se le otorga la responsabilidad al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF) de atender a los menores desvinculados” (ley 418, 1997, art 17). Lo 
anterior, es el fundamento de la creación del “Programa de atención especializada a niños, 
niñas y adolescentes desvinculados de grupos armados organizados al margen de la ley”.  
En el año 2003, se reglamenta el Decreto 128, el cual modifica la política de incorporación 
incluyendo a los NNA. En el año 2005, por medio de la promulgación de la Ley de Justicia 
y Paz, que regula el proceso de Justicia Transicional, se estableció como requisito para la 
desmovilización colectiva, la entrega al ICBF de la totalidad de los menores reclutados 
(Congreso de Colombia, 2005). Adicionalmente, el Decreto 4760 de 2005, reglamentario 
de esta ley, señala que estos NNA “serán destinatarios de las medidas para promover su 
recuperación física, psicológica y su reinserción social, las cuales estarán a cargo del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ante el cual deberán ser puestos a disposición 
inmediata” (Presidencia de la República de Colombia, 2005). 
En el 2006 el país había avanzado en el reconocimiento del fenómeno del reclutamiento 
forzado de NNA, y en ese proceso se crea la Alta Consejería para la Reintegración Social y 




Infancia y Adolescencia introduciendo los conceptos de restablecimiento de derechos y 
reparación del daño, adicionalmente, se realizan importantes adecuaciones sobre la 
responsabilidad penal de los menores de edad.  
Lo anterior, evidencia el esfuerzo en materia normativa que ha tenido el país con el fin de 
prevenir y mitigar el reclutamiento forzado en medio del constante conflicto armado. En el 
marco de este proceso, el Estado, por medio del Decreto 4690 de 2007 crea la Comisión 
Intersectorial para la Prevención del Reclutamiento y Utilización de Niños, Niñas, 
Adolescentes y Jóvenes por Grupos Organizados al Margen de la Ley (CIPRUNA). Con el 
surgimiento de esta instancia se materializa la necesidad de la participación de diversas 
entidades estatales que desde su misionalidad y trabajando integradamente confluyan para 
un mismo objetivo, la prevención del reclutamiento forzado. 
En virtud de lo anterior, en el siguiente aparte se realizará el análisis del funcionamiento de 
la CIPRUNA, por medio de la descripción de su conformación, reestructuración de la que 
ha sido objeto a través de diferentes Decretos y, se analizará el su nivel de intensidad de la 
integración intersectorial.  
3. INTENSIDAD DE LA INTEGRACIÓN INTERSECTORIAL DE LA 
CIPRUNA 
 
El objetivo de este aparte es analizar la intensidad de la integración intersectorial de la 
CIPRUNA. Por lo tanto, en primer lugar, y con base en los cinco Decretos que han 
introducido modificaciones al Comité, se realizará la descripción normativa de la 
conformación de la CIPRUNA, así como sus cambios y modificaciones a lo largo de los 
años. En segundo lugar, se expondrá la metodología que se utilizó para realizar el análisis 
de la intensidad de la integración intersectorial. Por último, se evidenciarán los resultados 
de la investigación.  
3.1 Conformación de la (CIPRUNA) 
En el año 2007, por medio del Decreto 4690, se crea la CIPRUNA con el objetivo de 
articular y orientar las acciones para prevenir el reclutamiento y utilización de niños, niñas 
y adolescentes.  Sin embargo, el objetivo de la Comisión fue cambiando a medida que el 
Estado fue conociendo más a profundidad el contexto y las necesidades de los niños, niñas 
y adolescentes que estaban siendo reclutados por los grupos armados al margen de la ley y 
los grupos delictivos organizados. Una muestra de ello fue la inclusión por medio del 
Decreto 0552 de 2012 de la utilización de la violencia sexual.  
Así mismo, en el Decreto 1569 de 2019, el Estado dio cuenta de la necesidad e importancia 
de empezar a realizar no solo una articulación entre entidades de nivel nacional, sino 




para la prevención del reclutamiento, dado que son el primer contacto con la ciudadanía y 
quienes conocen el contexto del territorio nacional. De igual forma, las agencias de 
cooperación internacional en Colombia empiezan a ser fundamentales debido que son 
reconocidos como una herramienta para fortalecer las capacidades institucionales.  
Tabla 2: Objetivo de la CIPRUNA a través de sus Decretos 
 
DECRETO 490 DE 2007 
DECRETO 
0552 DE 2012 










Prevenir el reclutamiento 
de NNA a través de la 
promoción de la garantía 
y cumplimiento de sus 
derechos y el diseño y 
ejecución 
de políticas públicas de 
protección integral y 
fortalecimiento 
institucional, social y 
familiar para reducir los 
factores de riesgo que dan 
lugar al reclutamiento y 
utilización de esta 
población 
Se incluye la 




Se incluye la articulación 
entre entidades nacionales 
y entidades territoriales, 
las agencias de 
cooperación internacional 
y las organizaciones 
sociales nacionales e 
internacionales con 
sujeción a los acuerdos 
marcos de cooperación, 
para prevenir la 
vulneración de los 








Fuente: Elaborado por la autora con base en los Decretos reglamentarios de la CIPRUNA 
En cuanto al número de instituciones que han integrado la CIPRUNA, es preciso denotar 
que en sus inicios fueron solo diez instituciones. Sin embargo, a partir del Decreto 0552 de 
2012 hasta la fecha las entidades miembros han llegado a 23 instituciones (ver Anexo II). 
Las modificaciones en el número de las instituciones consignados en los Decretos también 
responden a la variación de nombres, modificación o eliminación de entidades que han 
realizado los gobiernos de turno.  














10 23 23 23 22 
Fuente: Elaborado por la autora con base en los Decretos reglamentarios de la CIPRUNA 
Sin embargo, se puede inferir que hay entidades que, dada su misionalidad, han jugado un 
papel preponderante dentro de la CIPRUNA y en la prevención del reclutamiento forzado 
como lo han sido el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Ministerio del Interior, 
Ministerio de Defensa, Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y la 
Agencia de Renovación de Territorio. (Ver ilustración 4) 
En cuanto a las funciones de la CIPRUNA, estas también han surtido modificaciones a 
través de los cinco Decretos y están relacionadas con la atención que en cada documento se 
le otorga a temas como el fortalecimiento de la articulación entre las instituciones del nivel 




seguimiento y evaluación de proyectos, planes, programas, estrategias y políticas públicas 
de prevención de reclutamiento; la utilización y violencia sexual contra niños, niñas y 
adolescentes por grupos armados al margen de la ley y grupos delictivos organizados. 
 












Fuente: Elaborado por la autora con base en el Decreto 2081 de 2019. 
Para efectos de la presente descripción y posterior análisis, las funciones de la CIPRUNA 
se categorizaron en tres grandes temas: coordinación, articulación y evaluación y 
seguimiento. Así, con base en este ejercicio de categorización analítica del tipo de 
funciones, las tablas 3, 4 y 5 muestran cómo ha venido variando la presencia de dichas 
funciones.  
Tabla 4: Funciones de coordinación de la CIPRUNA 
FUNCIONES DE 
COORDINACIÓN 





DECRETO 1569 DE 
2016 
DECRETO 
1833 DE 2017 
DECRETO 
2081 DE 2019 
Coordinación y 
orientación en la 
identificación y 
definición de los 
municipios y 
distritos 
Coordinar y orientar 
la identificación y 
definición de los 
municipios y 
distritos, así como su 
orientación en el 
diseño, seguimiento 
y evaluación de la 
política pública. 






en la política pública  
*aprobando la a 
propuesta de 
priorización municipal 









para la definición de 
los departamentos, 
municipios y/o distritos 
Fuente: Elaborado por la autora con base en los Decretos reglamentarios de la CIPRUNA 
Así pues, se evidencia que las funciones de coordinación de la CIPRUNA fueron 
cambiando a través de sus Decretos, en los cuales se denota una integración de los 
departamentos, municipios y/o Distritos, conllevando a la necesidad de realizar focalización 
en el territorio que le permitiera a la CIPRUNA cumplir con las funciones de coordinación 
no solo entre las entidades del nivel nacional, sino también con entidades a nivel territorial.  





DECRETO 0552 DE 
2012 
DECRETO 1569 DE 2016 
DECRETO 
1833 DE 2017 




* Acciones con las 
mesas nacionales o 
comités existentes.  







contra NNA, con el 
Sistema Nacional 
de Información en 
derechos Humanos.  
* articulación 
Nación – Territorio, 
para orientar la 
ejecución de los 
planes de acción 
para el desarrollo de 
la política pública 
*Articulación y 






que puedan ser 




*Acciones que desarrolle 
la Comisión con los 
espacios 
interinstitucionales del 
orden nacional y 
territorial  
*Promover, articular y 
fortalecer estrategias 
intersectoriales para la 
movilización social 
contra el reclutamiento, 
la utilización y la 
violencia sexual de 
NNA. 
*Sinergia y articulación 
entre el Sistema Nacional 
de Bienestar Familiar, el 
Sistema Nacional para la 
Atención y Reparación 
Integral la Víctimas y el 
Sistema Nacional 
Derechos Humanos, o 
sus equivalentes. 
*Promover la gestión, 
sistematización, reporte y 
articulación de la 
información y como su  
retroalimentación 
oportuna entre entidades 
miembros. 
*Promover, articular y 
fortalecer estrategias 
intersectoriales para la 
movilización social 
contra el reclutamiento, 
la utilización y la 
violencia sexual de NNA 
NO HUBO 
MODIFICACIÓN 
*Articular las acciones 
desarrolle la Comisión 
con los espacios 
interinstitucionales del 
orden nacional y 
territorial  
*Promover, articular y 
fortalecer estrategias 
intersectoriales para la 
movilización social 
contra el reclutamiento, 
la utilización y la 




proyectos, programas y 
estrategias que 
desarrollan 
organizaciones   
nacionales e 
internacionales que 
fortalezcan la acción del 
en esta materia.   
*Promover la gestión, 
sistematización, reporte 
y articulación de la 
información y como su 
retroalimentación 
oportuna entre entidades 
miembros. 
*Promover, articular y 
fortalecer estrategias 
intersectoriales para la 
movilización social 
contra el reclutamiento, 




violencia sexual de 
NNA.  
Fuente: Elaborado por la autora con base en los Decretos reglamentarios de la CIPRUNA 
A partir del Decreto 1569 de 2016, se puede apreciar la inclusión de la función de 
articulación, promoción y sistematización oportuna de la información entre las entidades 
miembros de la Comisión.   






























Plan de Acción 
que presentará 
la Secretaría 
Técnica de la 
Comisión en 


















Revisar, hacer seguimiento 
y evaluar la política 
pública, atendiendo los 
principios de 
corresponsabilidad, 
prevalencia de derechos, 
interés superior del niño y 
protección integral. 
 
seguimiento periódico del 
desarrollo y ejecución del 
Plan de Acción que 
presentará la Secretaría 
Técnica de la Comisión en 
cada informe de reunión.  
 




internacionales en materia 
de prevención del 
reclutamiento, utilización y 
violencia sexual de NNA 
NO HUBO 
MODIFICACIÓN 
Impulsar el Cumplimiento 




en materia de prevención 
del reclutamiento, 
utilización y violencia 
sexual niños, niñas y 
adolescentes. 
Fuente: Elaborado por la autora con base en los Decretos reglamentarios de la CIPRUNA 
En relación con las funciones de seguimiento y evaluación, en los primeros Decretos se 
puede evidenciar que el seguimiento consistía en el desarrollo del plan de acción que se 
presentaba por parte de la Secretaría Técnica. Sin embargo, a partir del decreto 1569 de 
2016 no solo se centró en el seguimiento del plan de acción, sino en los compromisos y 
obligaciones adquiridas por la institucionalidad para la prevención del reclutamiento 
forzado de NNA en el país.  
Así pues, se puede observar que a partir de Decreto 1569 de 2016 las funciones de la 
CIPRUNA se consolidaron, haciendo que tuviera una línea más enfocada a la interacción 
entre las entidades del nivel nacional y las entidades del nivel territorial. 
Las funciones de la Secretaría Técnica, la cual ejerce actualmente el Consejero Presidencial 
para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales, han consistido en la coordinación y 




en la realización de las convocatorias de las sesiones y levantamiento de sus respectivas 
actas. Es preciso denotar que, desde el Decreto 1569 de 2016, se le otorgaron funciones 
más misionales como lo fue la de realizar recomendaciones a la Comisión Intersectorial 
sobre las acciones para el desarrollo de la política y la ejecución del Plan de Acción 
Intersectorial; impulsar mecanismos e instrumentos de acceso a la justicia como estrategia 
de prevención de los delitos relacionados con reclutamiento; y la facilitación  del diseño, 
ejecución, seguimiento y evaluación de proyectos, planes, programas, estrategias y políticas 
públicas de prevención de reclutamiento.  
3.2 Metodología para el análisis del nivel de intensidad de integración intersectorial de la 
CIPRUNA 
Es importante volver a precisar que, de acuerdo con lo propuesto por Nuria Cunill-Grau, 
para que exista un alto nivel de intensidad de integración intersectorial debe darse una 
interrelación entre la inclusividad, la mancomunidad y los ajustes organizacionales.  
Así pues, es importante recordar que la integración es el principio rector de la 
intersectorialidad, dado que esto implica un trabajo articulado entre aquellos actores o 
miembros que han definido y asumido un problema en común; lo cual implica que una alta 
integración intersectorial conlleve a una alta integración, haciendo que exista una mayor 
probabilidad de afrontar el problema de manera integral. 
 
Ilustración 5: Diagrama del concepto de intersectorialidad 
 




Las tres dimensiones, así como los respectivos componentes, expuestos en el Ilustración 5 
se tomaron como referente tanto para el diseño de las herramientas de levantamiento como 
análisis de información. En este sentido, se acudió a dos fuentes de información. Por un 
lado, se realizaron entrevistas semiestructuradas a cuatro entidades miembros cuyo guion se 
estructuró para explorar las tres dimensiones para el análisis de la intensidad de integración. 
Las entidades entrevistadas fueron la Unidad para las Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, Ministerio del Interior, Ministerio de Cultura, el Departamento Nacional de 
Planeación y la Secretaría Técnica3. Por otro lado, se recopilaron y analizaron diez y siete 
actas de las sesiones de la CIPRUNA.  
Para efectos de análisis de la información obtenida, se construyó una matriz (Tabla 6) que 
permitió consignar las respuestas de los entrevistados con respecto a las dimensiones para 
analizar la intensidad de integración intersectorial. Posteriormente, se realizó una 
triangulación de la información reportada por los entrevistados y la información 
contemplada en las actas de las sesiones llevadas a cabo por la CIPRUNA.  
Lo anterior, permitió realizar un análisis acerca del nivel de intensidad de integración 
intersectorial de la CIPRUNA, de acuerdo con las dimensiones conceptuales propuestas por 
Nuria Cunill-Grau evidenciado si dichas dimensiones se satisfacen o no.  
Tabla 7: Matriz de análisis de intensidad intersectorial 
Dimensiones conceptuales 
 Resultado del Análisis 
Definición de las dimensiones Satisface No satisface 
INCLUSIVIDAD 
Formulación de 
política pública por 
parte de todos los 
actores 
involucrados 
Un sistema unificado de 
administración, a partir de 
objetivos compartidos claramente 
identificados, constituiría la 
expresión de una integración plena 
(Winkworth y White, 2011); o sea, 
se traduciría propiamente en 
"inclusividad del ciclo de 
políticas", por lo tanto, supondría 
que las formas de planificación, de 
formulación del presupuesto y de 
seguimiento y evaluación han 
dejado de ser sectoriales para ser 




política pública por 






política pública por 






política pública por 






Unión de sectores 
para conseguir un 
fin común 
El caso de mayor integración en la 
fase de ejecución de las acciones 
estaría dado por compartir 
recursos, responsabilidades y 
acciones (Mendes y Fernández, 













 Resultado del Análisis 
Definición de las dimensiones Satisface No satisface 
sistemas unificados 
de información 
de recursos compartidos (pooled 
funds) y sistemas unificados de 
información (Winkworth y White, 
2011). En este caso, la integración 
se expresaría propiamente en 






Modificación de la 
estructura 
organizacional de la 
entidad 
Es importante notar que la 
intersectorialidad se traduce en 
alteraciones en las dinámicas y en 




Fuente: Matriz elaborada por la autora. 
3.3 Resultados del análisis de la intensidad de la integración intersectorial de la 
(CIPRUNA) 
A continuación, se evidencia el resultado del análisis de la información obtenida a través de 
las entrevistas semiestructuradas que se realizaron a cuatro entidades miembros de la 
CIPRUNA, la cuales fueron Unidad para la Reparación Integral a las Víctimas, Ministerio 
del Interior, Ministerio de Cultura y Departamento Nacional de Planeación y el análisis del 
contenido de las actas de sesiones de la CIPRUNA.    
3.3.1 INCLUSIVIDAD  
Retomando lo mencionado, para que exista inclusividad en la CIPRUNA se espera que las 
entidades miembros que la componen participen activamente en la formulación, 
planificación, implementación y seguimiento de la política pública de manera coordinada y 
articulada.  
3.3.1.1. Formulación de política pública por parte de todos los actores involucrados. 
La formulación de la política pública se realiza a través de las sesiones que cita la 
Secretaría técnica. El Decreto 1833 de 2017 determinó que la Comisión es de alto nivel, 
que los participantes son las cabezas de las entidades vinculadas y que debe ser presidida 
por el vicepresidente de la República, por lo tanto, las sesiones de la Comisión tienen un 
carácter formal y de trámite. En este sentido, la Comisión no tiene un carácter deliberativo, 
ya que no se ocupa de los detalles técnicos de los instrumentos de planeación ni de la oferta 
específica. Estas tareas son adelantadas por sesiones técnicas de funcionarios o contratistas 
de las entidades, lo cual se evidenció a la luz de las entrevistas realizadas. 
Así mismo, existen sesiones para dar respuesta a casos específicos, sin embargo, se les hace 
un llamado a las entidades que dentro de su misionalidad puedan resolver los asuntos de 




Por último, es importante mencionar que, de acuerdo a las entrevistas realizadas, en el año 
2019 no se realizaron sesiones técnicas de la CIPRUNA, solo hasta noviembre, lo cual 
también se puede apreciar en las actas de sesiones de esta Comisión.  
Por lo tanto, las entrevistas y el análisis de las actas permitirían inferir que la participación 
en formulación de política pública como Comisión Intersectorial no satisface la dimensión 
de formulación de política pública   
3.3.1.2. Planificación de política pública por parte de todos los actores involucrados. 
La planificación de la política pública es un proceso que debe estar en cabeza de la 
Secretaría Técnica y socializada y aprobada por las entidades miembros. Sin embargo, de 
acuerdo con las entrevistas realizadas se pudo evidenciar que las acciones que se planifican, 
las realizan las entidades de conformidad con sus necesidades y sus competencias. De igual 
forma, las actas analizas no dan cuenta de un proceso de planificación en el marco de una 
sesión.  
Así pues, tanto las entrevistas como las actas de las sesiones de la CIPRUNA evidencian la 
baja articulación entre las entidades miembros para realizar la planificación de acciones 
como comisión intersectorial. Por lo tanto, esa dimensión no se satisface.  
3.3.1.3. Implementación de política pública por parte de todos los actores involucrados. 
Si bien la Secretaría Técnica realiza una focalización territorial, es importante mencionar 
que, las acciones implementadas para prevenir el reclutamiento de NNA en el territorio 
nacional se hacen a partir de la planeación realizada por cada entidad nacional desde su 
misionalidad. 
Así mismo, las actas analizadas no evidencian lineamientos para una armonización entre las 
entidades miembros para la implementación de la política pública como comisión 
intersectorial. Todo lo contrario, las actas evidencian la exposición de casos relevantes a la 
hora de la implementación de acciones para prevenir el reclutamiento de NNA en el 
territorio nacional desde la misionalidad de cada entidad. 
Por lo tanto, existe una implementación de la política pública, en la medida que cada 
entidad de acuerdo a su misionalidad realiza o implementa acciones para la prevención del 
reclutamiento de NNA. De igual forma, es importante denotar que hay entidades más 
fuertes que otras a la hora de dichas implementaciones de acciones.  
Así pues, se puede concluir que esta dimensión no se satisface en la medida que no existe 
unanimidad en la implementación de la política pública.  
3.3.1.4. Evaluación de política pública por parte de todos los actores involucrados.  
El proceso evaluativo de la implementación de la política pública debe estar en cabeza de la 




se pudo evidenciar que el seguimiento y la evaluación de la política pública no se realiza de 
manera conjunta entre las entidades que componen la Comisión. Este lo lleva a cabo la 
Secretaría Técnica en atención al mapa de oferta que han entregado las entidades y a las 
acciones de competencia de cada una de ellas. Por lo tanto, no existe evidencia de una 
evaluación del cumplimiento de la política pública de prevención de reclutamiento de NNA 
por parte de la Secretaría Técnica.  
De igual forma, las actas de las sesiones tampoco dan cuenta de un proceso evaluativo de la 
política por parte de la Secretaría técnica.  
De acuerdo a lo anterior, esta dimensión no satisface su cumplimiento debido a que no 
existe un proceso evaluativo de la política pública de prevención de reclutamiento forzado 
de NNA. 
3.3.2 MANCOMUNIDAD 
En cuanto a la mancomunidad, se espera que las entidades miembros establezcan unión 
para la consecución del fin común, el cual es la prevención del reclutamiento de NNA. De 
igual forma, deben existir unos recursos compartidos y un sistema de información unificado 
que le permita conocer a los miembros las acciones realizadas por cada uno de manera 
actualizada.  
3.3.2.1 Unión de sectores para conseguir un fin común. 
Como se ha mencionado anteriormente, existe una agrupación de instituciones que son 
miembros de una Comisión que tiene como objetivo coordinar acciones para prevenir el 
reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes por parte grupos armados al margen 
de la ley o grupos delictivos organizados.  
Así mismo, las entrevistas realizadas dan cuenta que la Comisión está conformada por 
distintos sectores de nivel nacional, los cuales han dispuesto su misionalidad para combatir 
el reclutamiento de NNA en el territorio.   
De igual forma, las actas analizadas dan muestra de la participación de las entidades 
miembros en las sesiones convocadas por la Secretaría técnica y de la unión de los sectores 
en la medida que se acogen y adoptan los lineamientos propuestos por la Secretaría técnica.  
Por lo tanto, esta dimensión se satisface en la medida que existe acogida de los 
lineamientos emanados por la Secretaría Técnica y las instituciones de acuerdo con su 
misionalidad realizan implementación de acciones.  
3.3.2.2 Recursos compartidos. 
Dado que la política de prevención de reclutamiento y violencia sexual de NNA no tiene un 




entidades para llevar a cabo sus acciones en la materia dentro de sus competencias. Ahora 
bien, algunas de las acciones en el marco de la CIPRUNNA se relacionan con proyectos en 
el marco de la cooperación internacional. 
Por lo tanto, de acuerdo con las entrevistas los recursos para prevenir el reclutamiento 
forzado de niños, niñas y adolescentes dependen de la disponibilidad presupuestaria de 
cada entidad, careciendo, entonces, la CIPRUNA de recursos compartidos. Las actas por su 
parte no dan cuenta de esta dimensión.  
Así pues, se puede decir que esta dimensión no se satisface, dado que no existen recursos 
compartidos para la implementación de la política pública.  
3.3.2.3 Sistemas unificados de información. 
De acuerdo con las entrevistas no existe un mecanismo o herramienta tecnológica que 
permita compartir la información de cada entidad y que, así mismo, todos conozcan en 
tiempo real la misma información. Las actas, por su parte, no dan muestra de la existencia o 
mecanismo para compartir la información por parte de cada entidad.  
Por lo tanto, esta dimensión no se satisface, dado que no existen de mecanismos o 
herramientas de información entre las entidades miembros y entre la Secretaría Técnica.  
3.3.3 MODIFICACIÓN DE LA ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL DE LAS 
ENTIDADES 
De acuerdo con las respuestas de las entidades entrevistadas, ninguna tuvo la necesidad de 
realizar alguna modificación a la estructura, dado que se realizaron adaptaciones y 
asignaciones al área correspondiente de acuerdo con la misionalidad de cada entidad. Las 
actas, por su parte, no evidencian modificación alguna de las estructuras organizacionales 
de las entidades que hacen parte de la Comisión.  
Por lo tanto, esa dimensión no se satisface, en la medida en que no hay evidencia de 
adaptación institucional en su estructuración.  
Así pues, una vez analizadas las dimensiones propuestas por Nuria Cunill sobre el concepto 
de intersectorialidad en la CIPRUNA por medio de entrevistas semiestructuradas y actas de 
las sesiones realizadas por la comisión, se puede evidenciar que el nivel de intensidad 
intersectorial es bajo.   
A continuación, se evidencia la matriz de análisis de las dimensiones del concepto de 
intersectorialidad, utilizados en la presente investigación para el análisis del nivel de 





Tabla 8: Matriz de análisis de las dimensiones de intersectorialidad de la CIPRUNA4 
Dimensiones 
Conceptuales 
Análisis Resultado del Análisis 
Respuestas de las entrevistas realizadas a 
las entidades miembros 
Actas de las 

























política pública por 
parte de todos los 
actores 
involucrados  
Las decisiones tienden 
a aprobarse por 
unanimidad, dado que 
desde el componente 
técnico (y previo a las 
sesiones de la 
comisión) ya se han 
discutido los temas y 
se ha llegado a los 
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sobre aspectos 








política pública por 






las realiza la 
Secretaría técnica, la 
planificación de las 
entidades están 
basadas en la 
capacidad técnica de 
cada una de ellas.   






política pública por 
parte de todos los 
actores 
involucrados  
La implementación se 
realiza acuerdo a la 
capacidad misional de 
cada entidad miembro 
Se evidencia 
los casos 
relevantes a la 
hora de la 
implementación 
de la política 





política pública por 
parte de todos los 
actores 
involucrados  
El seguimiento y la 
evaluación de la 
política pública no se 
realiza de manera 
conjunta entre las 
entidades que 
componen la 
comisión. Es decir, el 
seguimiento y 
evaluación lo realiza 
cada entidad.  
No se evidenció 
seguimiento y 
evaluación por 
parte de la 
Secretaría 





4 La matriz está construida con base en las entrevistas semiestructuradas, sin embargo, por petición de los 






Análisis Resultado del Análisis 
Respuestas de las entrevistas realizadas a 
las entidades miembros 
Actas de las 








Unión de sectores 
para conseguir un 
fin común 
La Unión se da en la 
medida que hacen 
parte de la CIPRUNA 
Se denota unión 
en la media que 
las entidades 
miembros 
participan de la 
CIPRUNA y se 
acogen a las 
consideraciones 





No hay recursos 
compartidos, cada 
entidad es autónoma 
en el manejo de los 
recursos 







de información  
no existe un sistema 
unificado de 
información. Cada 
entidad comparte la 
información a la 
Secretaría Técnica 









Modificación de la 
estructura 





Las actas no 
dan cuenta de 
esta dimensión 
 NO 
De acuerdo con el concepto de intersectorialidad y el análisis llevado a cabo a partir de las 
entrevistas y actas de las sesiones de la CIPRUNA, se puedo constatar que la Comisión 
tiene un nivel de intensidad de integración intersectorial bajo en las dimensiones de 
inclusividad, mancomunidad y ajuste a las estructuras organizacionales. Lo anterior, a pesar 
del esfuerzo institucional a la hora de la conformación de una instancia encargada de la 
prevención de un fenómeno tan álgido con es el del reclutamiento forzado de NNA por 
parte de grupos armados al margen de la ley y grupo delictivos organizados.  
 
4 CONCLUSIONES 
De acuerdo con lo presentado a lo largo del documento, el objetivo general de la 
investigación consistió en analizar el nivel de intensidad de integración de la CIPRUNA.   
Lo anterior, surgió del interés de estudiar el mecanismo por el cual el Estado colombiano 
trata la grave problemática en la cual aún siguen estando envueltos los niños, niñas y 
adolescentes al ser reclutados por los grupos armados ilegales. De este interés se desprende 
el análisis de la CIPRUNA, instancia encargada de articular todas acciones encaminadas a 
prevenir el reclutamiento forzado. 
De esta manera, a largo de la investigación los conceptos abordados en el primer acápite 




Pública, se planteó el abordaje de aquellos problemas sociales que suelen ser complejos o 
los llamados – WP- lo cual comprende la acción de varios actores, como se evidenció 
mediante el concepto de coordinación. 
No obstante, la coordinación  no cumplía con un nivel tal de integración entre los actores 
para dar una respuesta a los problemas complejos. Por lo anterior, el concepto de 
intersectorialidad tomó relevancia en el proceso investigativo, pues de este nacen 
dimensiones en las que los actores intervinientes logran un nivel de integralidad para 
resolver los -WP-. 
En la segunda parte del documento, se caracterizó el reclutamiento forzado de niños, niñas 
y adolescentes por parte de grupos al margen de la ley y los grupos delictivos organizados 
en Colombia como un -WP-, debido a las distintas causas, manifestaciones y múltiples 
actores.  
Por último, se efectuó el análisis del nivel de intensidad intersectorial de la CIPRUNA, 
realizando entrevistas semiestructuradas y revisando las actas de las sesiones de la 
Comisión, lo cual, permitió entender la forma en la que el reclutamiento forzado de niños 
niñas y adolescentes en Colombia es abordado de manera intersectorial, y cuál es el papel 
real de las entidades miembros.  
4.1 Hallazgos de la investigación. 
A continuación, se presentan los hallazgos del proceso de la investigación en cuanto a la 
intensidad intersectorial de la CIPRUNA:  
En cuanto a la inclusividad, se evidenció que las entidades miembros de la CIPRUNA han 
oscilado entre 20 y 23, lo cual genera que, debido a la cantidad, sea más compleja la 
interacción entre ellas.  
Así mismo, existen lineamientos de política pública que se ven reflejados por medio del 
CONPES. Sin embargo, es importante mencionar que las sesiones de la CIPRUNA se 
realizan dos veces por año, lo cual impide hacer un seguimiento exhaustivo a dichos 
lineamientos.  
 
En lo que respecta a la planificación e implementación de la política pública, las entrevistas 
realizadas permiten inferir una falta de planificación, de indicadores y metas como 
Comisión. Por lo tanto, cada entidad miembro, de nuevo, planifica dentro de su 
misionalidad. El 11 de noviembre de 2019, se realizó una sesión técnica con el fin de 
establecer un plan de trabajo.  
 
En relación con la evaluación de la política pública, por su parte, la información obtenida 




reclutamiento forzado de NNA, así pues, no existe un método evaluativo de dichas 
acciones. Si bien la Secretaría técnica puede conocer los resultados de cada entidad, entre 
los miembros no sugiere existir el mismo conocimiento.  
Frente a la mancomunidad, infiere que la CIPRUNA no cuenta con un sistema de 
información unificado, por lo cual cada entidad envía a la Secretaría Técnica la información 
requerida.  
En cuanto a las acciones compartidas, si bien hay unas líneas estratégicas y focalización de 
entidades territoriales para su atención prioritaria, dichas acciones también sugieren estar 
sujetas a la misionalidad de cada entidad.  
 
Por lo tanto, a través de la investigación se pudo determinar que no existen recursos 
compartidos. Así las cosas, cada entidad miembro asigna su partida presupuestal a la 
prevención de reclutamiento forzado de NNA en el territorio nacional.  
En lo que respecta a la estructura organizativa de las entidades, si bien se creó una 
Secretaría Técnica, es importante resaltar que ninguna entidad ha alterado su estructura 
organizativa. Únicamente, a las áreas misionales de cada entidad de acuerdo con sus 
funciones se les asignó la responsabilidad de atender la prevención del reclutamiento de 
NNA, así mismo, cumplir con lo emanado de la Secretaría Técnica. 
Por lo anteriormente presentando y, respondiendo a la pregunta de interés de la presente 
investigación, la cual busca analizar del nivel de intensidad de integración intersectorial de 
la CIPRUNA, se puede concluir que la CIPRUNA tiene un bajo nivel de intensidad de 
integración intersectorial. 
4.2 Preguntas para futuras investigaciones  
La investigación acerca del análisis de la intensidad de integración intersectorial de la 
CIPRUNA conllevó a algunas preguntas para una futura investigación. La primera de ellas 
es si ¿la institucionalidad colombiana está preparada para implementar el modelo de 
intersectorialidad? Lo anterior, dado que, de acuerdo con la estructura organizacional de 
país, las instituciones cuentan con una autonomía administrativa que, al parecer, 
desestimula las posibilidades de aunar esfuerzos misionales y económicos para cumplir con 
los preceptos de la intersectorialidad.  
En virtud de todo lo anterior, surge el interrogante de si ¿la institucionalidad colombiana 
está dispuesta a modificar la estructura organizacional, con el fin de dar paso a la 
intersectorialidad para lograr fines como el de la prevención del reclutamiento de NNA por 
parte de grupos armados al margen de la ley y grupos delictivos?  




Teniendo en cuenta que la presente investigación, basada en los postulados de Nuria Cunill-
Grau, realiza un análisis respecto del nivel de intersectorialidad de integración de la 
CIPRUNA en Colombia, es importante también plasmar algunas consideraciones respecto 
de la aplicación teórica y del caso objeto de análisis.  
A saber, el primer gran reto es lograr trascender de las consideraciones cualitativas que 
rodean el concepto de intersectorialidad y pasar a un plano más cuantitativo que permita 
medir, a través de indicadores, el nivel de intersectorialidad. Este logro podría robustecer 
los análisis que sobre la materia se realicen. 
Adicionalmente, en el caso concreto de la CIPRUNA, la Secretaría Técnica debe aumentar 
su capacidad operativa en la medida que sea posible, con el fin de abarcar con mayor 
capacidad las acciones de las entidades miembros.  
Así mismo, realizar dos sesiones en el año resultan escasas parar monitorear la 
implementación y seguimiento de la política pública de reclutamiento forzado por parte de 
las entidades miembros. Por lo anterior, un aumento en el número de sesiones al año puede 
favorecer a la reducción de acciones aisladas de cada entidad miembro para reducir la 
prevención de reclutamiento de NNA en el territorio nacional.  
Por último, un ajuste en los canales de comunicación existentes hoy en día entre los 
miembros de la CIPRUNA podría conllevar a una mejor articulación en la formulación, 
planeación, seguimiento y evaluación de la política pública, lo que podría derivar en un 
nivel de intersectorial de alta intensidad. Así pues, lo que hoy se evidencia es una sumatoria 
de esfuerzos aislados que no parecen generar impacto relevante sobre la disminución o 
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Normatividad Internacional Prevención Reclutamiento Forzado NNA 
Referente internacional Principales Disposiciones 
Protocolo Adicional a los Convenios de 
Ginebra de 1949                                                    
 
 
Aprobado por Colombia mediante la 
Ley 171 de 1994. Entró en vigor el 15 
de febrero de 1996 
el Protocolo prohíbe que los menores de 15 años sean reclutados 
por fuerzas o grupos armados, al igual 
que su participación en hostilidades. El protocolo atiende a las 
disposiciones especiales para los menores de 15 años 
establecidas en los Convenios de Ginebra III y IV.  
Convención de los Derechos del Niño 




Aprobada por Colombia mediante la 
Ley 12 de 1991. Entró en vigor el 27 de 
febrero 1991 
La Convención fue adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. La Convención 
reconoce a los niños como sujetos de derechos, definiendo 
derechos mínimos que cada Estado debe garantizar cuando se 
encuentren en situación de riesgo. Por lo tanto, se agrupan en 
tres las disposiciones generales. la primera disposición es la 
consagración de los derechos del niño, la segunda, son los 
compromisos de los Estados parte y, el tercero es la 
determinación los mecanismos mediante los cuales los Estados 
se hacen parte de la Convención.  
Principios de la Ciudad del Cabo (1997) Adoptado por los países participantes en el Simposio sobre la 
Prevención del reclutamiento de niños en las fuerzas armadas y 
la desmovilización y reintegración social de niños solados en 
África. Se determinó que niño soldado es toda persona menor de 
18 años, que forma parte de cualquier tipo de fuerza o grupo 
regular o irregular que porta armas o que realiza otras funciones 
tales como: cocineros, cargadores, mensajeros, niñas reclutadas 
con propósitos sexuales o matrimonios forzados. 
Estatuto de Roma de la Corte Penal 




Firmado por Colombia el 5 de Julio de 
2002, aprobado por la Ley 742 de 2002, 
ratificado el 5 de agosto de 2002 y entró 
en vigor el 1 de noviembre de 2002.  
Artículo 8, que establecen como violaciones graves de las leyes 
y usos aplicables en los conflictos armados internacionales 
dentro del marco establecido de derecho internacional, a saber, 
cualquiera de los actos siguientes: “Cometer actos de violación, 
esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
definido en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7°, 
esterilización forzada y cualquier otra forma de violencia sexual 
que también constituya una infracción grave de los Convenios de 
Ginebra” (numeral xxii)”. “Reclutar o alistar a niños menores de 
15 años en las fuerzas armadas nacionales o utilizarlos para 
participar activamente en las hostilidades” (numeral xxvi).  
Principios de París (2007) Los Principios de París hace un análisis de los "Principios de la 
Ciudad del Cabo" y diez años después recoge las experiencias 
alrededor del mundo, con el fin de fomentar una mayor 
coherencia programática y promover prácticas recomendables. 
Por lo tanto los principios rectores son la no discriminación, el 








Normatividad Colombiana Prevención Reclutamiento de NNA 
Marco Normativo Principales disposiciones 
Ley 418 de 1997. "por la cual se 
consagra unos instrumentos para la 
búsqueda de la convivencia y la 
eficacia de la justicia "                        
 
  ha sido 
prorrogada y 
modificada por las 
Leyes 548 de 1999, 
782 de 2002 y 1106 
de 2006. 
En el capítulo 2, se crean las disposiciones para proteger a los 
menores de edad contra los efectos del conflicto armado. El 
Articulo 13: "los menores de 18 años de edad no serán 
incorporados a las filas de las Fuerzas Armadas para prestar 
servicio militar". el Artículo 14 señala que "Quien reclute a 
menores de edad para integrar grupos insurgentes o grupos de 
autodefensa, o los induzca a integrarlos, o los admita en ellos, o 
quienes con tal fin les proporcione entrenamiento militar, será 
sancionado con prisión de tres a cinco años"  
Ley 599 de 2000 Código Penal El Código Penal colombiano, en su artículo 162, tipificó el delito 
de reclutamiento ilícito en los siguientes términos: “el que, con 
ocasión y en desarrollo de conflicto armado, reclute menores de 
dieciocho (18) años o los obligue a participar directa o 
indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas, incurrirá 
en prisión de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses y 
multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1500) salarios 
mínimos legales mensuales vigente”. Es de anotar que esta 
disposición sanciona a quien reclute o utilice a menores de 18 
años. Por tanto, se amplía en tres años las disposiciones del 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y las normas del 
Derecho Internacional Humanitario, que establecen 
como edad mínima los 15 años  
Ley 975 de 2005, 
“Por la cual se dictan 
disposiciones para la 
reincorporación de 
miembros de grupos 
armados organizados 
al margen de la ley, 
que contribuyan de 
manera efectiva a la 
consecución de la 





El Artículo 10 señala los requisitos para la desmovilización 
colectiva, entre los cuales está que “el grupo ponga a disposición 
del Instituto de Bienestar Familiar la totalidad de menores 
reclutados” (10.3). Por su parte, el Artículo 64 señala además que 
“la entrega de menores por parte de miembros de grupos armados 
al margen de 
la ley no será causal de pérdida de los beneficios a que se refiere la 
presente Ley y la Ley 782 de 2002”. 
Ley 1098 de 2006, 
“Por la cual se 
expide el Código de 
la Infancia y la Adolescencia”. 
El Artículo 20 establece que los niños, niñas y adolescentes serán 
protegidos de las guerras y los conflictos armados internos; su 
reclutamiento y utilización por parte de grupos armados 
organizados al margen de la ley; las peores formas de trabajo 
infantil, conforme al Convenio 182 de la OIT, entre otros actos 









Entidades miembros de la CIPRUNA 
INTEGRANTES DE LA CIPRUNA 
DECRETO490 DE 2007 DECRETO 0552 DE 
2012 
DECRETO 1569 DE 
2016 
DECRETO 1833 DE 
2017 
DECRETO 2081 DE 2019 
El vicepresidente de la 
República, quien lo 
presidirá. 
El vicepresidente de la 
República, quien la 
presidirá.  
El ministro del 
Interior, o su delegado 
del nivel directivo 
mediante acto de 
delegación 
El ministro del Interior, 
o su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El ministro del Interior, o su 
delegado del nivel directivo 
mediante acto de delegación 
El ministro del Interior 
y de Justicia. 
El ministro del Interior, 
quien podrá delegar su 
representación en alguno 
de sus 
viceministros 
El Ministro de Justicia 
y del Derecho, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de Justicia y 
del Derecho, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de Justicia y del 
Derecho, o su delegado del nivel 
directivo mediante acto de 
delegación 
El Ministro de 
Relaciones Exteriores. 
El Ministro de Justicia y 
del Derecho, quien podrá 
delegar su representación 
en 
alguno de sus 
viceministros.  
El Ministro de 
Relaciones Exteriores, 
o su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación. 
El Ministro de 
Relaciones Exteriores, o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación. 
El Ministro de Relaciones 
Exteriores, o su delegado del nivel 
directivo mediante acto de 
delegación. 
El Ministro de Defensa. El Ministro de Relaciones 
Exteriores, quien podrá 
delegar su representación 
en 
alguno de sus 
vicemínistros.  
El Ministro de Defensa 
Nacional, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de Defensa 
Nacional, o su delegado 
del nivel directivo 
mediante acto de 
delegación 
El Ministro de Defensa Nacional, 
o su delegado del nivel directivo 
mediante acto de delegación 
El Ministro de la 
Protección Social. 
El Ministro de Defensa 
Nacional, quien podrá 
delegar su representación 
en alguno 
de sus vice ministros.  
El Ministro de Salud y 
Protección Social, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de Salud y 
Protección Social, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de Salud y Protección 
Social, o su delegado del nivel 
directivo mediante acto de 
delegación 
El Ministro de 
Educación Nacional. 
El Ministro de Salud y 
Protección Social, quien 
podrá delegar su 
representación 
en alguno de sus 
viceministros.  
El Ministro del 
Trabajo, o su delegado 
del nivel directivo 
mediante acto de 
delegación 
El Ministro del Trabajo, 
o su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro del Trabajo, o su 
delegado del nivel directivo 
mediante acto de delegación 
El Director de la 
Agencia Presidencial 
para la Acción Social y 
la Cooperación 
Internacional. 
El Ministro del Trabajo, 
quien podrá delegar su 
representación en alguno 
de sus 
viceministros.  
El Ministro de 
Educación Nacional, o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de 
Educación Nacional, o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de Educación 
Nacional, o su delegado del nivel 
directivo.  
El Alto Consejero para 
la Reintegración Social 
y Económica. 
El Ministro de Educación 
Nacional, quien podrá 
delegar su representación 
en 
alguno de sus 
viceministros.  
El Ministro de las 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de las 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de las Tecnologías de 
la Información y las 
Comunicaciones, o su delegado 
del nivel directivo.  
El Director del 
Programa Presidencial 
Colombia Joven 
El Ministro de las 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones, quien 
podrá delegar su 
representación en alguno 
de sus viceministros.  
El Ministro de Cultura, 
o su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de Cultura, 
o su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Ministro de Cultura, o su 
delegado del nivel directivo 
El Director General del 
Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar 
ICBF. 
El Ministro de Cultura, 
quien podrá delegar su 
representación en su 
viceministro. 
El Alto Comisionado 
para la Paz, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Alto Comisionado 
para la Paz, osu 
delegado del nivel 
directivo.  
El Ministro de Trabajo, o su 




  El Director del 
Departamento Nacional de 
Planeación, quien podrá 
delegar su 
representación en el 
Subdirector respectivo. 
El Director General del 
Departamento 
Nacional de 
Planeación, o SIJ 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Director General del 
Departamento Nacional 
de Planeación, o SIJ 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
  El Alto Comisionado para la Paz, 
o su delegado del nivel directivo.  
  El Director del 
Departamento 
Administrativo para la 
Prosperidad Social, quien 
podrá delegar su 
representación en el 
Subdirector respectivo.  
El Director General del 
Departamento 
Administrativo para la 
Prosperidad Social o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Director General del 
Departamento 
Administrativo para la 
Prosperidad Social o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Director General del 
Departamento Nacional de 
Planeación, DNP, o su delegado 
del 
nivel directivo.  
  El Director de la Unidad 
Administrativa de 
Atención y Reparación a 
Víctimas.  
El Director General de 
la Unidad 
Administrativa de 
Atención y Reparación 
a Víctimas, UARIV, o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Director General de 
la Unidad 
Administrativa de 
Atención y Reparación 
a Víctimas, UARIV, o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Director General del 
Departamento Administrativo para 
la Prosperidad Social, o su 
delegado del nivel directivo.  
  El Director de la Unidad 
Administrativa Especial 
para la Consolidación 
Territorial.  
El Director General de 
la Unidad 
Administrativa 
Especial para la 
Consolidación 
Territorial, UACT, o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Director General de 
la Unidad 
Administrativa Especial 
para la Consolidación 
Territorial, UACT, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
 El Director General de la Unidad 
Administrativa de Atención y 
Reparación a Victimas, 
UARIV, o su delegado del nivel 
directivo 
  El Director de la Agencia 
Nacional para la 
Superación de la Pobreza 
Extrema.  
El Director Genera! de 
la Agencia Nacional 
para la Superación de 
la Pobreza Extrema, 
ANSPE, o su delegado 
del nivel directivo 
mediante acto de 
delegación 
El Director General del 
Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, 
ICBF, o su delegado del 
nivel directivo mediante 
acto de delegación 
El Director General del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF), o su 
delegado del nivel directivo 
  El Director General del 
Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, ICBF.  
El Director General del 
Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar, 
ICBF, o su delegado 
del nivel directivo 
mediante acto de 
delegación 
El Director General de 
la Agencia para la 
Reincorporación y la 
Normalización (ARN), 
o su ~ 
delegado del nivel 
directivo.  
El Director General de la Agencia 
para la Reincorporación y la 
Normalización (ARN), o 
su delegado del nivel directivo.  
  El Director de la Agencia 
Colombiana para la 
Reintegración.  
El Director General de 
la Agencia 
Colombiana para la 
Reintegración de 
Personas y Grupos 
Alzados en Armas, 
ACR o su delegado del 
nivel directivo 
mediante acto de 
delegación 
El Director General de 
la Agencia de 
Renovación del 
Territorio (ART), o su 
delegado del nivel " 
directivo. 
El Director General de la Agencia 
de Renovación del Territorio 
(ART), o su delegado del 
nivel directivo.  
  El Director del Servicio 
Nacional de Aprendizaje - 
SENA. 
El Director General del 
Servicio Nacional de 
Aprendizaje, SENA, o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Director General del 
Servicio Nacional de 
Aprendizaje, (SENA), o 
su delegado del nivel  
 
directivo.  
El Director General del Servicio 
Nacional de Aprendizaje, (SENA), 
o su delegado del 




  El Director del Programa 
Presidencial de Derechos 
Humanos y Derecho 
Internacional 
Humanitario.  
El Director para la 
Acción Integral contra 
Minas Antipersonal del 
Departamento 
Administrativo de la 
Presidencia de la 
República, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación. 
El Director para la 
Acción Integral contra 
Minas Antipersonal del 
Departamento  
 
Administrativo de la 




Consejería Presidencial para la 
Niñez y Adolescencia.  
  El Director del Programa 
Presidencial para la 
Acción Integral contra las 
Minas 
Antípersona 
El Director del Sistema 
Nacional de Juventud 
“Colombia Joven” o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación. 
El Director del Sistema 
Nacional d~ Juventud 
"Colombia Joven", o 
quien haga sus veces.  
Consejería Presidencial para la 
Juventud - Colombia Joven.  
  El Director del Programa 
Presidencial para las 
Poblaciones Afro, Negra, 
Palenquera y Raizal.  





Actividad Física y el 
Aprovechamiento del 
Tiempo Libre — 
COLDEPORTES, o su 
delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
El Director General del 
Departamento 
Administrativo del 
Deporte, la Recreación, 
la Actividad 
Física y el 
Aprovechamiento del 
Tiempo Libre 
(Coldeportes), o quien 
haga sus veces.  
La Consejera Presidencial para la 
Equidad de la Mujer del 
Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la Republica.  
  El Director del Programa 
Presidencial para Pueblos 
Indígenas.  
La Consejera 
Presidencial para la 
Equidad de la Mujer, o 
su delegado del nivel 
directivo mediante acto 
de delegación 
La Consejera 
Presidencial para la 
Equidad de la Mujer del 
Departamento 
Administrativo de la 
Presidencia de la 
República.  
El Consejero Presidencial para las 
Derechos Humanos y Asuntos 
Internacionales del 
Departamento Administrativo de 
la Presidencia de la Republica. 
  El Director del Programa 
Presidencial para el 
Sistema Nacional de 
Juventud, 
"Colombia Joven".  
El Consejero 
Presidencial para los 
Derechos Humanos 
La Consejeria 
Presidencial para los 
Derechos Humanos del 
Departamento 
Administrativo de 
la Presidencia de la 
República. 
  
 
